TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos 

Pereira, treinta de septiembre de dos mil nueve

Acta No. 507 del 30 de septiembre de 2009



Expediente 66001-31-10-001-2009-00884-01

En la fecha y siendo las nueve de la mañana, día y hora programados para continuar la audiencia pública de que trata el inciso 3º del artículo 434 del Código de Procedimiento Civil, en este proceso verbal de divorcio de matrimonio civil instaurado por James López Ibarra contra Gladis Lucía Ibarra Ibarra, los Magistrados Claudia María Arcila Ríos, Gonzalo Flórez Moreno y Jaime Alberto Saraza Naranjo, quienes integran la Sala Civil-Familia de la Corporación, en asocio de su secretaria declaran abierto el acto. 

Superada la etapa de alegatos se procede a dictar la sentencia respectiva, teniendo en cuenta que el proyecto de fallo ha sido previamente discutido y aprobado, según el acta antes citada.

ANTECEDENTES

Solicita el demandante, por medio de apoderado judicial, se decrete el divorcio del matrimonio civil que contrajo con la señora Gladis Lucía Ibarra Ibarra; se declare  disuelta su sociedad conyugal; se disponga que cada uno de los consortes tendrá su propio domicilio y residencia; se ordene la inscripción del fallo ante el competente funcionario del estado civil y se condene en costas a la demandada.

Como fundamento de esas pretensiones se expresó que las partes contrajeron matrimonio civil el 7 de julio de 2006 en la Notaría Primera de Pereira, en la que se halla inscrito; antes vivían en unión  marital de hecho y había nacido su hija común Luisa Fernanda, actualmente mayor de edad. Como consecuencia de las nupcias surgió entre las partes una sociedad conyugal que aún se encuentra vigente.

Aduce como causal para el divorcio la separación de hecho entre los esposos por más de dos años y explica que  en el año 2000 la demandada viajó a España; regresó por última vez a Colombia en el año 2005, en el que permaneció por espacio de un mes; la ceremonia matrimonial se celebró con fundamento en poder que para ese fin otorgó la misma señora y su separación de hecho se inicia legalmente al día siguiente, toda vez que han transcurrido más de dos años desde entonces, sin que hayan tenido  vida en común, ni existe entre ellos comunicación que permita deducir la existencia de una relación conyugal amena “y acorde con los parámetros que establece la ley”, hasta el punto de ser desconocido el domicilio de la demandada.

Mediante proveído del 26 de enero de este año se admitió la demanda y de la misma ordenó correr traslado a la demandada, para lo cual se mandó emplazarla en los términos del artículo 318 del Código de Procedimiento Civil.

Realizadas las publicaciones de rigor sin que la citada señora se hubiese puesto a derecho en el proceso, se designó el curador ad-litem que la ha representado.  Éste, en su respuesta oportuna al libelo, en cuanto a las pretensiones, manifestó aceptar las que se prueben en el proceso. 

Se dio luego inicio a la audiencia que desarrolla el artículo 432 del Código de Procedimiento Civil, dentro de la cual, practicadas las pruebas decretadas y escuchados los alegatos de las partes, la señora juez de la causa puso término a la primera instancia mediante sentencia proferida el 24 de junio del año en curso, en la que negó las pretensiones, al considerar que  no se acreditó la configuración de la causal alegada para el divorcio.

Inconforme con el fallo lo apeló la parte demandante que en sus alegatos formulados en el curso de esta instancia adujo que los testigos oídos en el proceso dieron cuenta de la forma como la relación entre la pareja se desarrolló desde cuando empezaron a vivir juntos; además se dieron cuenta de que el matrimonio se celebró por poder; que el demandante viajó a España hace aproximadamente un año y medio y se encuentra radicado en las Islas Canarias en casa de una hermana; que esos declarantes conocen con detalle todas “los movimientos y circunstancias que rodean la pareja” y por eso pudieron afirmar que después de celebrado el matrimonio nunca han vivido juntos, sin que pueda dárseles el calificativo de testigos de oídas como lo hizo la señora juez de primera instancia. 

CONSIDERACIONES

Es posible proferir sentencia de mérito, pues se hallan reunidos los  presupuestos procesales y ninguna causal de nulidad se advierte que pueda afectar la validez de la actuación.

La legitimación de los cónyuges en litigio se acreditó con el  documento que obra a folio 8 del cuaderno principal, expedido por la Notaría Primera del Círculo de Pereira, en el que consta la inscripción del matrimonio civil que contrajeron las partes en litigio el 7 de julio de 2006.

En virtud a la carga probatoria impuesta por el artículo 177 del Código de Procedimiento Civil, correspondía al actor demostrar que ha permanecido separado de hecho de su esposa por un período superior a dos años, en razón a que  fue esa la causal que se alegó como fundamento de las pretensiones en el escrito con el que se promovió la acción.

Para demostrar su estructuración, declararon en el proceso, a instancias del demandante, su hermana Amanda López Ibarra y su primo Edier de Jesús Ibarra.

La primera expresó que el matrimonio se celebró por poder porque la demandada está radicada en España desde el año 2000 y la última vez que de allí vino fue en el año 2005; que producido aquel hecho, su hermano permaneció algún tiempo aquí y viajó a las Islas Canarias hace más o menos año y medio; que la pareja no ha compartido el mismo techo después de la fecha en que se casaron; ignora el lugar donde vive la señora demandada y no ha viajado al sitio donde vive el demandante, pese a que todos los días tiene contacto con él, aunque no explicó en qué forma.

El segundo relató que los esposos en conflicto no han vivido juntos después de la fecha en que contrajeron nupcias, las que celebró la demandada con poder que al efecto otorgó; que por comentarios del actor se enteró que la  citada señora vive en España y que con ella no tiene ninguna comunicación y que hace más de un año James también viajó a ese país y vive donde una hermana.

De esos testimonios no surge con seguridad que la causal en que se apoyan las súplicas de la demanda en realidad se encuentre perfeccionada.

En efecto, las mismas circunstancias que rodearon la boda, celebrada el 7 de julio de 2006, por medio de apoderada especial que para el efecto constituyó la esposa, impide inferir que a partir del día siguiente se produjo la separación sin un hecho que marcara la ruptura y en la demanda nada se dijo al respecto, siendo apenas natural que para entonces los cónyuges no compartieran un mismo techo, pues la cónyuge demandada se encontraba radicada en otro país.

Pero además, los testimonios oídos en el proceso no producen a la Sala el convencimiento pleno de que las partes en el proceso se encuentren separadas de hecho, ni el período en que en tal forma han permanecido, pues aunque  las personas que en este asunto dieron versión estuvieron de acuerdo en afirmar que después de celebrado el matrimonio por poder los esposos nunca han vivido juntos, ninguno ha percibido las condiciones en que ha transcurrido la vida familiar de cada uno de ellos por espacio de dos años, a partir de la fecha en que contrajeron nupcias. 

De la demandada ninguno de los declarantes ha tenido noticias desde entonces y en relación con el actor expusieron que hace un año o año y medio aproximadamente se radicó en el exterior, sin que en el lugar donde vive lo hayan visitado y el corto período que permaneció en esta ciudad después de celebrado el contrato matrimonial no alcanza el de dos años para considerar acreditada la causal de divorcio invocada en la demanda.

Y se insiste, tampoco se acreditó que la ruptura se hubiese producido precisamente al día siguiente de la boda, como se propone en la demanda.

El medio probatorio que se analiza, en este caso, no logró demostrar con entera certeza las circunstancias fácticas en que se sustentan las declaraciones que se pretende sean decididas favorablemente a través de una sentencia. Esa carga, que pesaba sobre la actora, no puede considerarse satisfecha en este proceso con unos testimonios que desconocen las circunstancias en que cada uno de los esposos ha vivido desde la fecha en que dijeron, se encuentran separados de hecho y de los que puede deducirse, el relato de los hechos que hicieron encuentra sustento en las afirmaciones del propio demandante.

Sobre el tema dijo la Corte Suprema de Justicia: 

“Tiene dicho, en efecto, la Corte que conforme a los principios que gobiernan la prueba testimonial, en la labor crítica de este medio de prueba el juzgador debe observar, a fin de determinar el grado de credibilidad o de convicción de las declaraciones, si el testigo percibió directamente el hecho sobre el cual depone, o si lo supo a través de otra persona, o si lo afirma por haberlo escuchado de la parte misma, en cuanto esta afirmación favorezca a ésta. Y en cuanto a las dos últimas hipótesis, tiénese dicho que, frente al riesgo de equivocación o mentira en que pueden incurrir estos deponentes, el vertido en el proceso por haberse oído de interpuesta persona, tiene muy poco o escaso poder de convicción; y que ningún valor demostrativo ostenta el que se rinde cuando la versión proviene de lo que le han expresado al declarante alguna de las partes...”

En las condiciones en que se desarrolló el proceso, se debe entonces concluir que la actora no cumplió con la carga impuesta por el artículo 177 del Código de Procedimiento Civil de demostrar los hechos en que se fundamentó  su pretensión y como de conformidad con el artículo 174 de la misma obra, toda decisión judicial debe fundarse en pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso, deberá confirmarse la sentencia de primera instancia, incluida la decisión de no imponer condena en costas a la demandante, en razón a que no se causaron; pero se adicionará en el sentido de ordenar que esa parte asuma el pago de los honorarios que corresponden al curador ad litem que intervino en el proceso.

Para la Sala no tienen entonces acogida los argumentos del impugnante, porque de acuerdo con lo expuesto, la valoración probatoria hecha por la a quo, resultó acertada.

En esta instancia no se condenará en costas al impugnante en razón a que no se causaron. 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior de Pereira, Sala Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE

1°.- CONFIRMAR la sentencia proferida por la señora Juez Primero de Familia de Pereira Risaralda en el proceso verbal de divorcio de matrimonio civil instaurado por el señor James López Ibarra contra la señora Gladis Lucía Ibarra Ibarra.  ADICIONANDO el numeral segundo en el sentido de imponer al demandante el pago de los honorarios que corresponden al curador ad litem que intervino en el proceso.

2º. Sin costas en esta instancia.

Al acto comparece el apoderado de la parte demandante.

Por su pronunciamiento oral, las decisiones aquí adoptadas quedan notificadas en estrados (artículo 325 del Código de Procedimiento Civil).

No siendo otro el objeto de este acto se termina y firma por quienes en él intervinieron.

Los Magistrados,





CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

GONZALO FLÓREZ MORENO

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

La Secretaria,

MARIA CLEMENCIA CORREA MARTINEZ

�	 Sentencia del 21 de octubre de 1997. M. P. Dr. Carlos Esteban Jaramillo Schloss.













